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Estamos en un momento de la evolución política de México que podríamos llamar “la decepción democrática”. Es una etapa que enfrenta toda transición a la democracia, estudiada y explicada por los teóricos de dicho proceso, a partir de las expectativas que el propio cambio genera contra los resultados visibles tras unos años de ensayarlo. Desde luego, no en todos lados la intensidad de esa decepción es igual. Depende de las expectativas que la oposición democrática haya despertado en cada sociedad sobre lo que podría conseguirse con la democratización del régimen (marcada con la aparición o fortalecimiento del pluralismo político, la equidad y competitividad del sistema electoral, y su traducción en la alternancia pacífica del poder). Pero también del mayor o menor grado de su cumplimiento por parte de los nuevos gobiernos emergidos de ese cambio. 

			En México se han registrado avances importantes en uno de los dos aspectos centrales de la democracia; el acceso al poder (vía elecciones suficientemente limpias y equitativas), pero muy poco en el otro; el ejercicio de poder con eficacia, contrapesos institucionales y rendición de cuentas. Y si bien en lo primero ha habido retrocesos, la situación actual permite registrar dos alternancias a nivel presidencial, y numerosas en los estados, así como la conformación de los congresos sin mayorías garantizadas para el partido gobernante. Al grado en el cual para la elección presidencial y de gobernadores de 2018 es posible concebir una alta probabilidad de una alternancia más. Pero la expectativa de que dicha democratización electoral y las alternancias consecuentes generaría mayor eficacia en los gobiernos de ellos surgidos, así como límites a su capacidad de abuso del poder, se ha visto esencialmente frustrada. La alternancia no se ha traducido en el fin de la impunidad, y por ende en la limitación significativa y sistemática de la corrupción. El desempeño del pan en sus dos gobiernos federales (2000-2012) y de todos los partidos a nivel estatal fue insuficiente, sobre todo en lo que hace a la rendición de cuentas (combate a la impunidad y corrupción). Más bien parece que la corrupción, lejos de disminuir, se socializó entre todos los partidos. Y en esa medida, se contaminan los esfuerzos y programas pare el avance social en distintos rubros (económicos, productivos, educativos, sociales y de seguridad pública). La decepción, el hartazgo, el resentimiento y la frustración parecen nublar el panorama político actual, por lo que se buscan nuevas salidas, aun dentro del marco institucional actual, que es visto con escepticismo por muchos, pero con esperanza por otros (al intentar una nueva opción partidaria). Es lo que se ha dado en llamar “la partidocracia”, un régimen de pluralismo político que sustituyó la hegemonía de un partido monopólico, donde existe competencia real y posibilidad de alternancia, pero en el que los partidos no son plenamente representativos de la sociedad y donde la ciudadanía cuenta con pocos instrumentos para influir y llamar a cuentas políticas a sus representantes. 

			Ante ello, Cristina Alcayaga presenta en este libro un diagnóstico de los problemas pendientes que tendrían que ser abordados y resueltos por la dinámica democrática, pero que no puede ser abordada ni solucionada solamente por los partidos políticos, estancados en sus pugnas por el poder y atrincherados en la defensa de sus intereses y privilegios mutuos. De ahí la importancia de abordar la problemática especifica y el potencial de cambio radicada en distintos grupos de la sociedad, algunos ubicados en una posición clave, y otros en estado de vulnerabilidad y descuido, para impulsar desde abajo (y complementariamente a la clase política) los problemas que aquejan a la sociedad como un todo, pero también los específicos de cada uno de esos grupos. Se aborda así la acción y agenda de las Organizaciones de la Sociedad Civil, el pequeño fragmento de la sociedad que se organiza en torno a distintos problemas para exigir a los partidos sus posibles soluciones y acompañarlos en su diseño y ejecución. Por otro lado los empresarios cuentan con una posición privilegiada (como gremio) de interlocución y alta influencia sobre la clase política, desde donde pueden abordar su problemática específica (la del empresariado en distintas industrias), pero también contribuir al diagnóstico y solución de problemas más generales que los trascienden y en los que pueden coadyuvar de manera creativa. Pero también están segmentos de la sociedad que luchan por superar lo que marca a la sociedad mexicana como herencia de su historia de Conquista y Virreinato; la desigualdad (social, económica, educativa, de derechos y oportunidades), el clasismo, el racismo, la supremacía masculina y la homofobia.

			Están en primer lugar las mujeres como amplio segmento de la sociedad que sin embargo ha tenido que luchar para igualar sus oportunidades a partir de su condición de género. Se han dado pasos importantes sin duda, pero la agenda está lejos de ser satisfecha, considerando además que los avances logrados no son extensivos a todas las clases sociales, sino fuertemente diferenciados a partir de esa variable. Están también los jóvenes, que igualmente luchan por tener acceso a las oportunidades de desarrollo y auto-realización. Los jóvenes de grupos socialmente marginados sufren de gran abandono y están expuestos a graves peligros y tentaciones sociales (desempleo drogadicción, delincuencia). Los migrantes conforman también un amplio sector de mexicanos orillados a partir en busca de mejores oportunidades de desarrollo y trabajo, y padecen igualmente desigualdad y maltrato en los países a los que migran, particularmente Estados Unidos. La marginación y descuido población indígena es una clara herencia de nuestra historia de conquista y colonización, y que no ha sido claramente superada por las diversas luchas populares que arrancan desde la independencia. Es una de las deudas pendientes del país hacia ese amplio segmento de la población, y que si bien de vez en vez logra atraer la atención nacional (como durante la aparición del Ejército Zapatista de Liberación Nacional en 1994), vuelve a entrar en olvido y descuido. Otro de los grupos altamente vulnerables es la comunidad de diversidad sexual (lgbtttiqa). Los prejuicios derivados esencialmente de la religión y las iglesias organizadas (católica pero también protestantes), siguen fuertemente arraigados en una gran proporción de la población, y si bien hay algunos avances en materia legal (pero distribuidos desigualmente a nivel regional), el rechazo y abierta militancia contra sus derechos básicos constituyen un gran obstáculo para la plena integración social de esta comunidad. Finalmente, un segmento más que igualmente sufre marginación y descuido es el de las personas con problemas de capacidad física o mental, que no logra hacerse lo suficientemente visible y exigir las condiciones que le permitan un desarrollo adecuando en el plano social, laboral y educativo. La perspectiva abordada por Alcayaga en el análisis de la problemática específica en cada uno de estos grupos, pero también el de su propia perspectiva, la vivencia subjetiva de su situación y la forma en que imaginan la solución de ella. Esa es pues parte de la agenda pendiente en el quehacer nacional que espera ser gradual pero eficazmente resuelta a través de la mejoría de las instituciones públicas, la participación activa de la sociedad civil y de cada uno de esos grupos en particular, no en contraposición sino de manera complementaria a la clase gobernante.

		

		
			



Capítulo 1

			Ilusiones rotas, ¿nuevas esperanzas?

			





A inicios de la década de los ochenta del siglo pasado, pensar en un presidente de la República emanado de un partido de oposición podía ser una tarea atractiva o incluso retadora, sobre todo teniendo en cuenta que a esas alturas todavía no se había dado el caso de alternancia ni siquiera en el nivel de una gubernatura.1

			En sentido contrario a la creencia prevaleciente de la eternidad del partido oficial, la década de los ochenta, tormentosa y agitada como fue, se significó por generar las señales disonantes de que el cambio era una posibilidad seria. Apenas arrancaba el sexenio de 1982-1988 cuando la crisis de la deuda externa cimbró al Estado mexicano y junto con él, por ser uno de los mayores deudores del planeta, también al sistema financiero internacional.

			Súbitamente, al igual que el resto del mundo, los mexicanos descubrimos que cambiar o no cambiar se había convertido en un falso dilema. Tras el impulso incontenible de la globalización, un proceso sin autor y sin culpas por facturar, quedaba atrás medio siglo de estabilidad económica y, junto con éste, el sueño iluso de que el proteccionismo comercial representaba una fórmula útil para impulsar el desarrollo económico nacional y el bienestar de las familias y las personas.

			Al comienzo de la década de los ochenta, el escenario nacional mostraba diversas complicaciones: la economía no crecía y el desempleo aumentaba; la espiral de inflaciones y devaluaciones disminuía la capacidad de compra y el nivel de bienestar de las mayorías; la deuda externa había crecido de manera desorbitante y el pago de intereses daba poco margen de maniobra al gobierno; el desequilibrio fiscal seguía en ascenso, producto del déficit de las empresas públicas y la carga de los programas sociales; por si fuese poco, la escasez del crédito internacional y el endurecimiento de las políticas crediticias de los organismos internacionales.

			Para bien o para mal, la década de los ochenta se caracterizó por ser el parteaguas de la historia contemporánea del mundo y la nuestra. Los síntomas venían desde la década anterior y se habían manifestado en las democracias del mundo avanzado bajo la forma de crisis fiscales. Por extraño que parezca, el imperativo de eficiencia pasó primero la factura a las economías de los países avanzados, y lo hizo impactando en uno de sus motivos de orgullo y razón de ser de su autodesignación como Estados del Bienestar o benefactores: la inversión cuantiosa en programas salud, educación, vivienda, cultura, recreación, desempleo, etcétera.

			Para enfrentar su desequilibrio fiscal, los países avanzados recurrieron a la receta más razonable e impopular: la disciplina fiscal, cuya máxima de acción estriba en ajustar el gasto público a los ingresos disponibles, con independencia de las consecuencias que ello pudiera acarrear. Una década después, cuando las finanzas públicas de nuestro país hicieron crisis, esta máxima había dado lugar al llamado modelo “neoliberal”, que fue puesto puntualmente en práctica en la década de los ochenta.

			A la distancia histórica, pueden decirse muchas cosas so­bre los factores causales de la crisis económica de los ochenta y sus consecuencias dañinas en el bienestar de esas generaciones. Con independencia de matices y versiones, el hecho central queda fuera de discusión: recortar o no recortar el gasto fiscal y renegociar la deuda externa constituía un falso dilema.

			En el contexto del mercado global del capital, resultaba suicida optar por la declaratoria unilateral de la moratoria o el impago, principalmente porque, hacia el inicio del sexenio de 1982-1988, las finanzas del Estado mexicano estaban próximas a la bancarrota; y, sin nuevos créditos, no había salidas viables por las cuales optar.

			Las negociaciones del gobierno de Miguel de la Madrid con el Fondo Monetario Internacional resultaron exitosas. Muy pronto los organismos internacionales otorgaron nuevos empréstitos para sortear la crisis, los cuales implicaron la sujeción a condiciones férreas de austeridad y disciplina fiscal. Se puede estar o no de acuerdo con los ritmos y alcances de las políticas neoliberales, lo que no es obstáculo para reconocer la verdad del juicio en que éstas descansan: que, a la larga, gastar más de lo que se ingresa conduce al fracaso.

			La otra parte de la historia es el lado humano de los impactos del recorte en los programas sociales, expresado en los descensos del nivel de bienestar promedio y la reducción de la esperanza de vida. En tal virtud, nada más natural que la emergencia de brotes de descontento en el grueso de la población, por lo que se consideraba un acto entreguista a los intereses internacionales. He aquí el caldo de cultivo para el refor­zamiento del espíritu nacionalista y las reacciones románticas de añoranza hacia el pasado proteccionista.

			En mi perspectiva sociológica, ambos lados de la historia tienen su sentido y sus razones. Otro problema es si éstas son compatibles o no. En la perspectiva de quien estaba al timón, el gobierno federal, la sustentabilidad del país exigía la opción de apretar el cinturón. Y desde la perspectiva de los gobernados, que vivían en carne propia la disminución de los apoyos sociales, era inaceptable echar hacia atrás la rueda del bienestar. 

			A la distancia, la mejor apuesta, y quizás la única racional, apuntaba hacia el libre mercado, la eficiencia económica y la disciplina fiscal; pero, dicha apuesta entrañaba una contradicción sistémica en relación a los fines y valores justicialistas del nacionalismo revolucionario, uno de cuyos estandartes era el proteccionismo indiscriminado. 

			La fórmula para amalgamar la narrativa modernizante de la economía y la narrativa de la tradición revolucionaria, si es que eso es posible, sigue estando abierta al debate. Es difícil precisar qué tanta conciencia existió sobre este particular en las altas esferas del gobierno federal. Al respecto, queda la impresión de que la contradicción no era ajena al entender presidencial y que el mejor argumento a favor encarnó en el llamado a la renovación moral de la sociedad. Sin duda, se trató de una iniciativa precoz para su época, la mayor parte de las veces poco apreciada, pero que tocaba uno de los puntos neurálgicos en el proceso de cambio. 

			La ruptura interna del pri, en el preludio de las elecciones de 1988, ocurrió en medio de las disonancias entre las narrativas del liberalismo económico y el nacionalismo revolucionario, bajo la forma del reclamo de traición a los ideales de la Revolución mexicana. Antes de esa sacudida cismática, en septiembre de 1985, hubo otra: primero telúrica, con una intensidad mayor a los siete grados en la escala de Richter; y luego societal, con una carga de solidaridad intensa, espontánea y sin precedentes en la historia nacional.

			Como es usual en los movimientos sociales, discurrió por fuera de los cauces institucionales y al margen de las autoridades gubernamentales. La mejor evidencia de ello fue nuevamente la respuesta espontánea y generosa, principalmente de los jóvenes, a raíz de los terremotos de septiembre de 2017 en la Ciudad de México y en otros sitios del país.

			Hay quienes señalan que los sucesos de 1985 fueron un detonante en el distanciamiento entre la sociedad y el gobierno federal en turno. A reserva de mayor información, lo cierto es que las nuevas formas de expresión y movilización emergidas tras el sismo eran señales de la obsolescencia de los cauces de participación y la necesidad de ampliación de los derechos políticos de los capitalinos.

			La oleada del voto opositor en las elecciones presidenciales de 1988, el llamado “voto de castigo” dio lugar al hecho insólito de que con apenas 26 por ciento de la votación en el Distrito Federal, por efectos de la cláusula de gobernabilidad, el pri se hizo con la mayoría de escaños en la Asamblea de Representantes. Esta fue la señal de aviso de apertura de un nuevo capítulo en la historia nacional, signado por la diversificación de las preferencias políticas y la expansión del clamor de democratización del régimen político.

			He aquí el clima que incubó la reforma política del Distrito Federal, que habría de concretarse en el año de 1993, con la conversión de la Asamblea de Representantes en órgano con facultades legislativas; continuaría en 1996, con la introducción de la figura del jefe de gobierno y el derecho de los capitalinos a elegirlo directamente; y llegaría a su último capítulo, en 2017, con la conversión del Distrito Federal en Ciudad de México, la ampliación de las facultades de su órgano legislativo y la conversión de las autoridades delegacionales en cargos de elección directa.

			•••

			“Hacer política moderna y más política moderna” fue el lema del gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) y, más aún, una de sus premisas programáticas centrales. En materia de política económica, el aspecto de mayor relevancia fueron las negociaciones y la firma del Tratado de Libre Comercio para América del Norte (tlcan), en diciembre de 1992, que entraría en vigor en enero de 1994. 

			Como contrapeso a los cambios económicos, se puso en marcha el Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol), un novedoso y vasto programa de combate a la pobreza, cuyos éxitos se cifraron en la creación de mecanismos de participación comunitaria —los llamados Comités de Solidaridad.2

			Políticamente, los noventa pasarán a la historia como la década de las reformas electorales. No existe otro lugar del planeta en que se hayan aprobado cuatro reformas político-constitucionales en un lapso tan corto: 1989, 1993, 1994 y 1996. Todo un récord para un país con una larga tradición de partido entre hegemónico y dominante, sin experiencias previas de alternancia presidencial y en el que, vox populi, el fraude era lo que mejor definía a las elecciones.

			El énfasis reformista de la élite gubernamental hacia finales de la década de los ochenta es fácil de entender. Comprometidos con el fortalecimiento del modelo de economía abierta, entendían que, a la larga, resultaría insostenible el modelo presidencialista y de partido único o hegemónico. Bajo la premisa de que el “voto de castigo” anunciaba una sociedad que no podría ser contenida en un solo partido, la solución de largo plazo al conflicto electoral era construir un sistema apto para dar certidumbre a los partidos políticos de oposición y a la ciudadanía. El desafío a superar eran el fraude electoral y la desconfianza en que el voto contaría y se contaría muy bien.

			Congruente con ese diagnóstico, cobró forma y vigor el acuerdo entre el gobierno de Ernesto Zedillo (1994-2000) y los partidos de oposición de di­señar y aprobar un nuevo marco legal, que diera pie a la creación de nuevas instituciones y procedimientos electorales: el ife, hoy ine, el trife, hoy tepjf, y la Fepade. En este contexto, cobra sentido el espíritu de la reforma electoral de 1996, impulsada por el presidente Zedillo, orientada a construir un piso más parejo para la competencia y una autoridad de pleno poder para dirimir los posibles conflictos electorales.

			La fórmula del cambio político-electoral exhibía dos aristas singulares en la historia electoral contemporánea, a saber: una, el consenso interpartidista facilitado y respaldado por el gobierno federal; la otra, un diseño institucional que, en el entendido de que la desconfianza de los partidos y los ciudadanos era muy grande, otorgaba a los partidos políticos un amplio margen de participación y monitoreo en la organización de las elecciones.

			Tan pronto empezó a operar el nuevo sistema electoral, surtió efecto un proceso de redistribución del poder político favorable a las fuerzas opositoras, tanto en los órganos federales como en los locales. El incremento de diputados, senadores, gobernadores, presidentes municipales, etcétera, de la oposición no sólo era parte del cálculo de sus impulsores, sino uno de sus rendimientos esperables. En tal virtud, cabía la conclusión de que los días del monopolio del partido oficial sobre la presidencia de la República estaban contados. La fuerza creciente del sistema electoral y la fuerza menguante de la institución presidencial auguraban que llegaría el momento de un presidente emanado de la oposición. 

			Con esa lectura en mente, dediqué tiempo y energías a la elaboración de Agenda de la Democracia, ensayo antecesor del presente. El propósito en éste consistió en abrir el compás del debate público e incitar a los partidos políticos a pasar de sus típicas preocupaciones sobre la transición, además de los procesos políticos, hacia las expectativas de bienestar y de políticas públicas en respuesta a los problemas colectivos.

			A propósito de la alternancia, se abría una distancia entre lo que, en el corto plazo, podía ser una posibilidad lejana y lo que se antojaba una alta probabilidad. A unos meses de las elecciones del año 2000, las preguntas relevantes, y motivo de incertidumbre, eran acerca de si las autoridades electorales estaban listas para levantar la mano a un candidato de oposición y si el partido oficial estaría dispuesto a aceptar una eventual derrota.

			Como quiera que sea, el pensamiento político de finales de la década de los noventa acusaba un distanciamiento con la creencia de la “eternidad” del partido oficial. Sería exagerado, además de falso, sostener que hubiera en los cálculos realistas del partido oficial, los partidos de oposición, los expertos o la opinión pública algo parecido a lo que ocurrió el 2 de julio del año 2000: que el Consejo General del ife anunciara el triunfo virtual del candidato opositor, que el presidente y miembro del partido oficial reconociera que las tendencias le eran adversas y que el propio partido oficial reconociera públicamente su derrota.

			Mayor justicia hace a los hechos que la alternancia en la presidencia de la República nos tomó a todos o casi todos por sorpresa, incluido al propio candidato ganador y a su partido. Los indicios de sus omisiones sobre los ajustes al régimen aunados a su errático comportamiento a lo largo del sexenio alimentan la impresión de que éste fue el más sorprendido de todos. Así, la primera alternancia discurrió sin proyecto ni estrategia para sustituir funcionalmente la antigua columna vertebral del régimen —la relación presidencia-partido oficial— y resolver los problemas de gobernabilidad. En medio del júbilo por la alternancia democrática que embargó al partido político ganador y a un segmento importante del electorado, pasó a segundo plano la pregunta por lo que habría que hacer el día después del presidencialismo.

			A pesar de todo, el balance de la alternancia democrática, el nuevo sistema electoral y sus impulsores, los partidos políticos, es positivo. A unos cuantos meses de las elecciones del 2000, un sondeo reveló que 74 de cada 100 personas tenía confianza en el ife. Nada mal para un organismo electoral que 10 años atrás había iniciado su operación con el lastre de la desconfianza a cuestas por el mal papel de su antecesor, la Comisión Federal Electoral, en las controversiales elecciones presidenciales de 1988. 

			El buen ánimo social que imperaba en relación a las autoridades electorales y los partidos políticos a comienzo del presente siglo, ofrece pistas para entender la poca importancia que se le daba a las organizaciones de la sociedad civil, pese al papel que habían jugado como observadoras del proceso electoral y lo que añadían en términos de credibilidad de la organización electoral y las autoridades responsables.

			•••

			El ánimo festivo imperante en el arranque de la alternancia se vio acompañado de una oleada de expectativas muy altas en el desempeño de la presidencia entrante, una lista interminable de regalos y buenos deseos que, cual mega-carta a Santa Claus, traía de todo. “Muerto el rey, viva el rey” parecía ser la consigna. Después de todo, en el imaginario popular no hay desenlaces sin trono y un nuevo rey. La diferencia ahora era que el nuevo rey, por la gracia electoral, inexorablemente tenía que ser bueno.

			Tras una década exitosa en la construcción de las instituciones de la democracia electoral, contrastaban las reminiscencias de una cultura política mucho más proclive a la subordinación personal a la voluntad del líder o la autoridad que a la confianza en las capacidades propias y la participación. En esta situación, se agudizó la percepción de que en los pecados de no haber alentado la construcción de ciudadanía ni de una agenda política de inspiración ciudadana estaría la penitencia. 

			Al paso de las semanas y los primeros meses, sucedió lo que era previsible: el vacío de ciudadanía y propuestas se llenó como pudo y con lo que había: una mezcla abigarrada de buenos deseos, urgencias, ocurrencias, en la que brillaban por su ausencia la sensatez, el buen juicio y las consideraciones sobre la viabilidad técnica, financiera, legal y política de éstas.

			Haría poca justicia a los hechos pasarle la factura a Fox por la altísima expectación provocada por su arribo a la presidencia, o bien, exculparle por completo. Al respecto, apenas y merece debatirse el hecho de que el presidencialismo, con sus sus habitus y estilos propios, es una construcción histórica; asimismo, es innegable que mucho tuvieron que ver en su triunfo su estilo dicharachero y sus promesas grandilocuentes, tales como hacer crecer la economía al 7 por ciento anual o resolver el conflicto con el ezln en 15 minutos, entre otras.

			Por paradójico que parezca, la alternancia prohijó en el imaginario popular la creencia presidencialista de que el derribo del presidencialismo tendría que ser obra de un ente igualmente superdotado. La percepción de que por fin “había llegado el bueno” se hacía sentir en los sondeos de opinión y las alusiones al llamado “bono democrático”, que dan cuenta de las enormes dosis de legitimidad y consenso que estaban a la espera de ser capitalizadas.

			En un proceso de cambio intenso, como la democratización, la visión estratégica es lo mínimo exigible en un líder. Una mirada rápida al entorno de arranque de la alternancia pone al descubierto la carencia de dicho ingrediente y alienta la impresión de que el nuevo mandatario compartía con sus seguidores la creencia mítica en los poderes omnímodos de la investidura presidencial y su ocupante, de tal suerte que el problema de cómo conducir al país se reducía a sentarse en esa silla e intentar hacer cosas diferentes.

			Igual si el presidente entrante se desentendió de las pequeñas o grandes diferencias en relación a los excedentes petro­leros a las entidades federativas o a que él no contaría con un partido oficial a su voluntad ni con el respaldo automático de los gobiernos locales, que en su mayor parte provenían del partido derrotado, no menos cierto resulta que se vislumbraba una institución presidencial estructuralmente débil y vulnerable.

			Más temprano que tarde, cuando intentó promover las reformas constitucionales necesarias para atraer la inversión y promover el crecimiento de la economía, la obstrucción sistemática de las fracciones opositoras le ofreció la lección sobre los límites de la voluntad presidencial. Y, más allá de que sus iniciativas de reforma constitucional terminaron siempre en el archivo muerto, lo cierto es que condujo su gobierno de modo errático y reactivo.

			El hecho a destacar es que la vara social había quedado muy arriba hacia el año 2000 y que los resultados del gobierno de la alternancia estuvieron muy por debajo de las expectativas sociales. Hacia el final del sexenio, en 2006, la tasa promedio anual de crecimiento económico alcanzó 2.1 por ciento, cifra mucho menor a 7 por ciento comprometido durante su campaña, y la persistencia del conflicto con el ezln son los emblemas del incumplimiento. 

			Una tasa de crecimiento económico tan raquítica es suficiente para no llamarse a sorpresa por los bajos índices de su gobierno en materia de desarrollo humano y marginación. El panorama quedaría incompleto sin mencionar el alza ostensible de la delincuencia y la inseguridad pública; el ascenso del crimen organizado y el narcotráfico; y, lo que es peor, los escándalos por las prácticas recurrentes de corrupción en las altas esferas de su gobierno.

			Hacia el fin de sexenio, la frustración y el desánimo social eran los signos de evaluación más ostensibles. Sabedor de ello, y con la información a la mano sobre una reedición del “voto de castigo”, que ahora operaba en su contra, utilizó los recursos a su disposición para impulsar al candidato de su partido y para sesgar a su favor las tareas de la autoridad electoral; pese a lo cual el triunfo se dio con una diferencia menor a 1 por ciento respecto del candidato opositor de la segunda fuerza.

			Sin restar importancia a las brechas entre las expectativas sociales y los logros de su gobierno, resaltan los saldos negativos de la polarización social, algo inimaginable al inicio de su gestión y la pérdida de confianza del ife, circunstancias que guardan relación con su intromisión en la campaña presidencial y sus contribuciones a la propaganda negativa en contra de uno de los competidores. Y otro tanto es lo que puede decirse en relación a los partidos políticos, que entendieron sesgadamente la lección de la alternancia; y, en lugar de tomar por una ruta de mejora de sus capacidades como mecanismos de expresión y representación de demandas sociales, lo hicieron por la captura de las instituciones electorales y su conversión en apéndices de sus intereses particulares.

			El relevo de los consejeros electorales hacia 2004, bajo una disputa abierta entre los partidos para maximizar sus cuotas de control, además de mermar la imagen y la confianza social en el ife, pasó factura a los partidos políticos mismos. Ninguna de ambas señales podía ser positiva, porque pegaba en el corazón mismo de los puntales de la transición política: los partidos políticos y las instituciones de la democracia electoral, cuyos patrones de confianza han ido en picada constante.

			•••

			¿Qué tanta frustración —política y demás— y por cuánto tiempo puede resistir una persona, una colectividad o un país? Haciendo eco a los expertos en la resiliencia, eso depende de la intensidad de las vivencias de los deseos y las esperanzas, pero también de las capacidades para reinventarse, elaborar nuevas visiones y echarse hacia adelante en la búsqueda de oportunidades.

			A veces, sin embargo, la resiliencia suele enfilarse hacia el conformismo y el autoengaño, muy al estilo de la conocida fábula en la que la zorra, al percatarse de que las uvas azules, las más apetitosas, estaban muy arriba del árbol y que las verdes estaban más a su alcance, terminó “convencida” de que “eran más apetitosas las uvas verdes”. En otras ocasiones, suelen enfilarse por los cauces de lo dramático, como en el caso del viejo campesino mexicano, que a la pregunta ¿en qué persona estaría usted más dispuesto a confiar?, respondió sin titubear: “en alguien que ya me hubiera traicionado”. 

			Como quiera que se procese el trago amargo de la primera experiencia de alternancia, el presente siglo está a nuestra mirada como un laboratorio viviente a la espera de ser descifrado. Por desgracia, los indicios disponibles distan de ser esperanzadores. Hace 10 años, a través de conocida encuesta, Latinobarómetro documentó una situación de desencanto demo­crático en nuestro país. La pregunta ¿estaría usted dispuesto/a a ceder libertades a cambio de mejoras en su bienestar material? obtuvo un “sí” en más de 50 por ciento de los casos.

			Por su parte, otros sondeos especializados, como la encup, advierten que los jóvenes perciben la democracia como una cuestión “muy complicada y difícil de entender” o “poco útil para mejorar las condiciones de vida”, y que dichas percepciones se preservan como una constante.

			¿Cuál escenario preferir, uno de altas expectativas sociales y alto consenso activo en el gobierno o uno de expectativas conformistas y bajo respaldo? He aquí una de las interrogantes que fluían en el clima político polarizado e inconforme con las elecciones presidenciales del 2006 en el arranque del segundo capítulo sexenal del interregno del pan.

			Resulta difícil entender una política pública tan riesgosa como “la guerra al narcotráfico” al margen de objetivos políticos distintos a los oficialmente reconocidos y de un particular sentido de urgencia. A sabiendas de que la decisión se tomó de manera súbita, es de suponer que respondía a una intención de compensar el déficit de legitimidad inicial.

			A decir verdad y vista superficialmente, la estrategia de dar un golpe de autoridad con miras a una mejor posición en la opinión pública no lucía tan mal, sobre todo en atención a la importancia en ascenso del combate al crimen organizado, por sus ligas con la inseguridad asociada a él. El primer sondeo trimestral de la encuestadora gea-isa encontró que el combate al narcotráfico era el tema de mayor aprobación por la ciudadanía, lo que corroboraba el cálculo inicial.

			Al paso del tiempo, y no siempre blandiendo las mejores razones, los analistas mediáticos han hecho de la política de combate frontal al narcotráfico el emblema de Felipe Calderón (2006-2012). En derredor de ella, y no siempre con las evidencias a la mano, han fluido todo tipo de cifras sobre los costos financieros de la “guerra al narcotráfico” y sus consecuencias no intencio­nales; por ejemplo, los asesinatos violentos y las violaciones a los derechos humanos, principalmente.

			Detrás del balance publicitado, sin embargo, yacen logros a la espera de ser justipreciados. La estabilidad macroeconómica y cambiaria, el control de la inflación, la inversión en infraestructura y los logros en materia de formalización del empleo y el abatimiento de los conflictos laborales.

			Un ambiente políticamente caldeado como el actual es poco idóneo para hacer un balance justo y objetivo del sexenio de Felipe Calderón. Visto en su justa dimensión, el problema del narcotráfico, junto con la corrupción, sigue siendo un desafío a la espera de una solución a la altura de la mente de un estadista. En su respectivo contexto, no hacer nada hubiese sido la peor elección.

			Cualquiera sea el resultado, los aciertos del sexenio son do­cumentables. Al respecto, un detalle sintomático fue la continuidad de la política de combate frontal al narcotráfico por parte de la administración de Enrique Peña Nieto. Por demás está reconocer que la continuidad no abole las críticas a los costos elevados en materia de pérdida de vidas y afectación a los derechos humanos, ni tampoco el reconocimiento a la existencia de un cáncer social para la sustentabilidad del Estado mexicano, que es necesario seguir enfrentando.

			Una diferencia digna de consideración con respecto a su antecesor estriba en la promulgación del paquete de 11 reformas estructurales en el primer año de gestión. Se trata de las reformas en materia energética, laboral, telecomunicaciones, educativa, competencia económica, procedimientos penales, financiera, amparo, hacendaria, transparencia y político-electoral.

			En términos generales, todo este esfuerzo se asienta en el diagnóstico —por cierto, correcto— de que el marco legal e institucional del Estado mexicano padecía desfases estructurales y problemas de funcionamiento serios que le impedían impulsar el desarrollo económico, político y cultural que el país necesitaba. Para responder a ello, se orienta a tres objetivos estratégicos e impostergables: elevar la productividad, para atraer más inversión, generar más riqueza y más fuentes de empleo; fortalecer y ampliar los derechos, para dar mayor certidumbre a las transacciones y brindar mayor protección a las personas y a sus bienes; afianzar la democracia electoral y las libertades individuales y políticas, para mejorar la convivencia y asegurar la paz. 

			Puesto en perspectiva histórica, se trata de un logro inimaginable meses atrás, que puso punto final a casi un cuarto de siglo de iniciativas truncas en el Congreso y, a juzgar por su diseño y orientación, significaron una ampliación enorme de las potencialidades para atraer la inversión y promover el crecimiento de la economía.

			El hecho de que las tres primeras fuerzas políticas nacionales y sus respectivas fracciones legislativas votaran al unísono las reformas constitucionales, representó una señal alentadora sobre el futuro inmediato del país y la capacidad negociadora del nuevo gobierno. Las dificultades se presentarían casi de inmediato en el plano de la implementación. Como suele ocurrir, los cambios intensos afectan intereses creados y alientan reacciones, incluso furibundas como las del gremio magisterial, con el afán de provocar rupturas u obstaculizar su avance.

			El punto débil de las reformas no estuvo en su diseño y orientación. Estuvo en el cálculo del potencial de sus enemigos para movilizarse y oponerse. Con posterioridad a los escán­dalos por los conflictos de interés en la adquisición de inmuebles, que involucraron a la familia presidencial y a altos mandos del primer círculo de gobierno, el clima se tornaría cada vez más adverso y difícil de revertir.

			Está a debate el punto de si el regreso del pri implicó un incremento de las prácticas de la corrupción y la impunidad, o si, por el contrario, la diferencia se sitúa en el empoderamiento ciudadano provocado por las redes sociales y las tecnologías de la información. Sin embargo, de acuerdo con los estudios y encuestas de opinión de las instituciones más prestigiadas. Hay poco lugar a la duda de que durante este sexenio el problema del narcotráfico y la inseguridad pública cedieron su primerísimo lugar a la corrupción y la impunidad.

			Otra vez la brecha que separa las expectativas sociales de los logros gubernamentales es amplia y lacerante, y no se restringe a las malas cuentas de una gestión sexenal, sino que involucra a las instituciones políticas y la democracia electoral. A estas alturas, las reglas del juego político empezaban a ser percibidas más como un obstáculo que como un incentivo para competir.

			•••

			Un balance sobre la transición a la democracia y las experiencias de la alternancia democrática en lo que va del presente siglo nos lleva a la conclusión dramática de que los que pudieron ser nuestros héroes se convirtieron en villanos.

			En efecto, los partidos políticos se afianzaron en la estima social en su papel de impulsores de la democratización y protagonistas en la creación de las instituciones de la democracia electoral. El modelo de financiamiento público, que ellos introdujeron y perfeccionaron al paso de las reformas electorales, les proveyó miles de millones de pesos, ameritó pocas objeciones. El consenso imperante fortaleció el entender de que los costos de la democracia, incluso si altos para una economía emergente como la nuestra, eran necesarios y razonables.

			Con el avance del presente siglo y las experiencias insatisfactorias con el desempeño de los gobiernos de la alternancia, la buena estrella de los partidos políticos entró en descenso progresivo. No es extraño, como bien apunta Liébano Saénz, que actualmente:

			El tema del que todos hablan es el cambio. Lo que es explicable, también, por el estado de ánimo de la población que aspira a una mejora sustantiva en su economía, en la calidad del gobierno y en la capacidad del Estado para garantizar seguridad. Los descontentos son considerablemente más que los satisfechos, pero el grupo mayor es el de los preocupados, que son los que van a decidir la elección.3

			Los escándalos de corrupción, como tenía que suceder en un contexto de reparto pluripartidista del poder político, dejó de tener el sello de un solo partido y asumió el sello de la clase política. Como tal, su respuesta ha operado consistentemente en dirección del fortalecimiento de que entre los partidos políticos priva un “pacto de impunidad”.

			Específicamente, en el repertorio de los partidos políticos obran prácticas que han contribuido a mermar su estima social. En la historia reciente, tal es el caso del reparto por cuotas de los altos cargos de dirección de las instituciones esta­tales con exigencias específicas de autonomía, imparcialidad y legalidad: el ine, el inai, el tepjf y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, entre otros.

			En el imaginario popular, el término peyorativo que mejor sintetiza el síndrome del poder extraordinario de decisión de unos cuantos dirigentes que miran por sus intereses privados sobre los asuntos públicos es “partidocracia”. Otras narrativas hablan de la captura de las instituciones públicas por los partidos políticos, para salvaguardar sus intereses a costa del bienestar público.
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